
INICIATIVA QUE CONTIENE PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA 
EL ARTÍCULO 3° DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PARA ESTABLECER LA EDUCACIÓN SUPERIOR GRATUITA. 

RICARDO MONREAL ÁVILA, Senador de la República, integrante de la LXI Legislatura del Congreso de la 
Unión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, fracción II; 135 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 8, fracción I, 164, párrafos 1 y 2, y 169 del Reglamento del Senado de la República, 
someto a consideración del Pleno de la Cámara de Senadores, la INICIATIVA CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 3° DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, bajo la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Uno de los aspectos más importantes en la historia del Constitucionalismo Mexicano es la relativa a la prioridad 
que ha significado la educación para todos los legisladores mexicanos, históricamente, desde la Constitución de 
Apatzingán, Morelos sostuvo, que la educación tenía que ser apoyada por toda la sociedad, a partir de ese momento 
todos nuestros congresos constituyentes y legislaturas se han empeñado en favorecer la Educación Pública con 
todo el poder del Estado. 

El fenómeno educativo se ha transformado en una de las prioridades nacionales desde la independencia, pues es el 
único proceso mediante el cual la nación mexicana podrá acceder a los primeros lugares en el concierto de las 
naciones, sólo un pueblo culto podrá aprovechar sus recursos naturales y circunstancias históricas para 
contrarrestar la adversidad. 

Si bien ha existido coincidencia histórica en todas las legislaturas y en todos los partidos políticos sobre la 
importancia que tiene el proceso educativo, los detalles técnicos de los contenidos educativos no han tenido la 
misma suerte y han provocado grandes debates. 

La gratuidad de la educación fue aceptada en estos grandes debates, sin mayores discusiones y en forma paulatina, 
iniciando por la educación básica gratuita, hasta en 1945 implementándola a todos los niveles educativos. La 
gratuidad de la educación pública siempre fue bien vista tanto por los conservadores como por los liberales, de esta 
forma en el constituyente de 1917 se estableció el principio de la gratuidad de la educación pública como una de 
las grandes conquistas sociales que tanto nos enorgullecen frente al mundo. 

El artículo 3° de nuestra Carta Magna se reformó en diversas ocasiones a lo largo del siglo XX, siempre con un 
sentido social, es decir buscando el beneficio de los grandes sectores sociales mexicanos con la finalidad de 
alcanzar el desarrollo pleno de nuestra comunidad, que sin educación nunca se podrá alcanzar. 

Estamos en los albores del siglo XXI, y lamentablemente la deuda con la sociedad en materia educativa sigue 
pendiente de cubrirse plenamente; existen hoy en día grandes sectores que carecen de acceso a diversos niveles de 
la educación; nos preocupa particularmente el relativo a la educación superior, nivel del cual se encuentran 
excluidos una gran cantidad de jóvenes que no pueden aprovechar sus cualidades en beneficio propio ni de nuestro 
país.  

Actualmente, se observa una demanda de educación superior sin precedentes, acompañada de una gran 
diversificación de la misma, y una mayor toma de conciencia de la importancia fundamental que este nivel 
educativo reviste para el desarrollo sociocultural y económico, así como para la construcción del futuro. 

La educación superior se enfrenta en todas partes a desafíos y dificultades que tienen que ver con cuestiones de 
financiamiento, con la igualdad de las condiciones de acceso a los estudios, y en el transcurso de los mismos, a la 
formación basada en la competencia y en la mejora de la calidad en las enseñanzas. 



A lo largo de los siglos, el fenómeno educativo ha dado sobradas pruebas de su viabilidad y su capacidad para 
transformarse, y propiciar el cambio y progreso de la sociedad. Dado el alcance y el ritmo de las transformaciones, 
la sociedad tiende cada vez más a fundarse en el conocimiento, razón de que la educación superior y la 
investigación formen hoy en día parte fundamental del desarrollo cultural, socioeconómico y ecológicamente 
sostenible de los individuos, las comunidades y las naciones. 

DERECHO A LA EDUCACIÓN 

A partir de la Independencia de México, nuestros primeros textos constitucionales concibieron a la educación como 
un derecho inherente a la persona humana; en la Constitución de Apatzingán, el artículo 39 mencionaba que la 
instrucción era necesaria a todos los ciudadanos, las constituciones de las Entidades Federativas que emanaron de 
la Constitución Federal de 1824 también asumieron el mismo compromiso. 

Los conservadores en la Constitución de 1836 señalaron en la sexta ley constitucional artículo 14, la obligación de 
las juntas departamentales para establecer escuelas en todos los pueblos de sus departamentos, dotándolas 
completamente de los fondos propios. Los mismos conservadores en las bases orgánicas del 23 de diciembre de 
1842, establecieron como facultades de las asambleas departamentales, fomentar la enseñanza pública en todos sus 
ramos creando y dotando establecimientos literarios y sujetándose a las bases que diere el Congreso sobre estudios 
preparatorios cursos, exámenes y grados. 

Los liberales por su parte establecieron en la Constitución del 5 de febrero de 1857, que la educación se encontraba 
en el capítulo de los derechos del hombre y garantizaron que la enseñanza es libre, durante su vigencia se 
efectuaron dos grandes congresos nacionales de educación y un congreso higiénico pedagógico, en estos tres 
grandes eventos los más distinguidos maestros del siglo XIX sentaron las bases de lo que posteriormente sería el 
artículo 3° de la Constitución de 1917, es decir, que la educación pública debería de ser libre, obligatoria y gratuita, 
esté último atributo relativo a la educación básica. 

Los mexicanos estamos orgullosos de que la Constitución de 1917 sea considerada como la primera Constitución 
social del mundo, y no podemos olvidar que este hecho se debe al establecimiento de tres grandes conquistas 
sociales, el artículo 3°, el artículo 27 y el artículo 123, considerados globalmente como las bases sobre las que se 
erigió el concepto de derechos humanos de segunda generación. 

En este contexto, la educación pública en México adquirió un doble sentido, por un lado, una garantía individual 
establecida en el artículo 3° de la Constitución, como derecho del individuo para alcanzar la realización personal, y 
por otro, un derecho social inherente al pueblo de México para abatir la ignorancia, los fanatismos y demás 
resultados del atraso secular de nuestra población. 

En 1917 la tasa de analfabetismo era gigantesca y en consecuencia el objetivo de principios del siglo XX fue 
enseñar a leer y escribir a la mayor parte de la población, a este hecho debe agregarse que la precariedad de la 
hacienda pública en plena revolución no permitía otra cosa que, el establecer la gratuidad de la educación 
exclusivamente en la educación básica. 

En lo tocante al artículo 3°, son tres las reformas a considerar: 13 de diciembre de 1934, 30 de diciembre de 1946 y 
5 de marzo de 1993. En esos tres casos se trataron de establecer las condiciones de obligatoriedad y gratuidad de la 
educación; en el primero, de la educación primaria; en el segundo, la obligatoriedad de la primaria y la gratuidad 
de toda la educación que impartiera el Estado; y en el tercero, la obligatoriedad y gratuidad de la educación 
primaria y secundaria. En estos casos, el Estado se encontraba obligado, tal como aconteció desde el texto original 
del artículo 3° a realizar una actividad prestacional en favor de quiénes desearan los grados escolares comprendidos 
dentro de la educación obligatoria. 

El derecho de todas las personas a la educación se encuentra establecido en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, Pactos Internacionales, la Convención de los Derechos del Niño y otros tratados y 



declaraciones internacionales; todas éstas forman parte de herramientas poderosas que deben ser puestas en marcha 
para el goce del derecho a la educación para todos. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 26, fracción I, a la letra establece:  

“Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la 

instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y 

profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los 

méritos respectivos”. 

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 13, fracción I y 
II, establecen:  

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen en 

que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su 

dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales…”  

“2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este 

derecho: 

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente; 

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional, debe 

ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 

implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, 

por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita.” 

… 

El Estado es garante de otorgar a la población, la educación cuando ésta carece de recursos para tener las 
oportunidades de ingresar a una institución educativa y lograr así, el marco de igualdad necesario bajo la premisa 
de la democracia. 

MÉXICO Y LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

En México el derecho a la educación es parte de las garantías individuales que la Constitución otorga a sus 
habitantes, este postulado jurídico de extraordinaria belleza no se ha realizado y más bien parece un enunciado o 
una aspiración más que un mandato.  

Ley General de Educación (LGE), en su artículo 2° establece: 

“Todo individuo tiene derecho a recibir educación y, por lo tanto, todos los habitantes del país tienen las mismas 

oportunidades de acceso al sistema educativo nacional, con sólo satisfacer los requisitos que establezcan las 

disposiciones generales aplicables”.  

Esta aseveración debe interpretarse como un mandato de que todos los habitantes de México tienen las mismas 
oportunidades de recibir educación, pero de nueva cuenta la realidad socio-económica desmiente a la norma, pues 
la pobreza se transforma en una verdadera forma de discriminación que excluye a los más necesitados de los 
beneficios otorgados por el sistema educativo, esta realidad se puede aplicar a los niveles básicos, donde de 
acuerdo al informe "Brechas. Estado de la Educación en México 2010", de cada 100 niños que ingresan a la 
primaria, sólo 45 logran terminar la secundaria en nueve años.  



No obstante, donde la pobreza encuentra mayor impacto es en la educación superior, cuando nuestros jóvenes se 
encuentran en una verdadera encrucijada, deben decidir entre seguir en la escuela y la necesidad de trabajar para 
tener que comer, para mantenerse ellos mismos y a sus familias. No es muy difícil saber por cual se decantan, sólo 
queda el hecho de enfrentarse nuevamente a la incertidumbre de emigrar hacia el vecino país del norte para poder 
subsistir e ir en la búsqueda del “sueño americano”, o quedarse en México donde saben tendrán unos salarios 
miserables y muy pocas oportunidades de empleo. 

Hace unos días, el pasado lunes 16 de noviembre para ser precisos, uno de los oligarcas de nuestro país, Claudio X. 
González quien dirige la organización “Mexicanos Primero”, justamente en la presentación del informe que 
elabora ésta organización "Brechas. Estado de la Educación en México 2010", reconoció que: “[…]la escuela en 
México se ha convertido en reproductora de la desigualdad social porque las familias más necesitadas reciben una 
educación de peor calidad[…]”, además, aseguró que “[…] los mexicanos en general tienen en promedio ocho años 
de escolaridad, lo que representa tres o cuatro veces menos que la escolaridad que alcanzan los niños de otros 
países”. 

Si se observa a la educación superior desde una perspectiva histórica, veremos que se han logrado muchos avances, 
muchos de ellos parecían imposibles de alcanzar a finales de los años ochenta, cuando el sistema estaba en 
evidente crisis. Sin embargo, desde una mirada comparativa, los avances aparentan ser menores y más lentos que 
en otros países.  

De acuerdo con un reporte del Banco Mundial, la economía mexicana (por su tamaño) está ubicada en la posición 
decimotercera a nivel mundial, también indica que si se mide por el ingreso de sus habitantes su economía está 
ubicada en el número 74. Pero en cuanto al gasto en investigación y desarrollo es el país más rezagado entre las 
naciones que conforman la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 

Aunado a lo anterior, y según el "Ranking del Suplemento de Educación Superior del Times 2009-2010", no hay 
una sola universidad latinoamericana entre las 100 primeras instituciones de educación superior del mundo. Un 
ranking similar de la Universidad Shanghai Jiao Tong, de China, tampoco incluye a ninguna universidad 
latinoamericana entre las mejores 100. 

En estos rankings la Universidad Autónoma de México (UNAM), la principal universidad de investigación 
mexicana, quedó ubicada como la primera Universidad de América Latina, pero muy por detrás de universidades 
estadounidenses, europeas y asiáticas. Esto hace que la brecha en relación a los países desarrollados siga 
acrecentándose y se perciba cada vez más lejano el reto de alcanzar de una vez por todas mayores niveles 
académicos. 

Por otro lado, también tenemos el grave problema de la sobrepoblación que sufrimos en el país, observamos como 
los niños van creciendo hasta convertirse en jóvenes pero lo que no crece es el número de universidades públicas, 
lo cual reduce las posibilidades de grandes sectores sociales marginados de acceder a la educación.  

En el ciclo 2008-2009 y a nivel nacional, las instituciones universitarias atendieron a poco más de 2.8 millones de 
alumnos. Las públicas cubrieron el 67% de esa matrícula, mientras que las privadas tomaron el 33% restante.  

Si se analiza el número de estudiantes de educación superior, resalta el hecho que en 1950 los estudiantes 
universitarios representaban sólo el 1% de la población del grupo de edad entre 19 y 23 años. Para el 2009, ese 
porcentaje era del 26%, lo que significa que en la actualidad sólo uno de cada cuatro jóvenes en edad universitaria 
tiene un lugar en ese nivel educativo, lo anterior de acuerdo al estudio “La política educativa y la educación 
superior en México”, de la Secretaría de Educación Pública (SEP). 

Como ya se mencionó en párrafos precedentes, a esta situación, se debe de sumar que la precariedad en que viven 
muchos millones de jóvenes mexicanos, los lleva a la búsqueda de un empleo y al consecuente abandono de los 
estudios. Muchas de las veces esta decisión los orilla a emigrar fundamentalmente a los Estados Unidos de 
América, este hecho implica una verdadera sangría para nuestro país pues hombres y mujeres con gran potencial 



abandonan su tierra para buscar fortuna en otros países, de esta forma perdemos un potencial humano cuyo valor es 
inestimable. 

El Banco Mundial, en su informe “Migración y remesas 2011”, informó que México es el país con mayor cantidad 
de emigrantes, al llegar a 11.4 millones, además la mayoría de los analistas coinciden en que esta cifra tiende a 
aumentar cada día más debido a la situación de pobreza e inseguridad que se vive en México. 

Frente a estas circunstancias, la posibilidad de brindarles un verdadero acceso a la educación superior podría ser un 
paliativo para retener a gente de gran valor que emigra y que termina produciendo grandes beneficios para otros 
países. Con esto no pretendemos que la educación sea la panacea a todos nuestros problemas pero estamos seguros 
que con educación transformaremos a nuestro país. 

En la actualidad, es un hecho innegable que México no puede garantizar un auténtico desarrollo endógeno ni 
sostenible, si carece de instituciones de educación superior e investigación adecuadas, que formen a una masa 
crítica de personas cualificadas y cultas. 

Además, la falta de un marco normativo claro en la educación superior mexicana, amplifica las limitaciones de las 
políticas educativas y propicia mayores disputas por la distribución de un reducido subsidio público. 

El actual modelo educativo logra que se generen condicionantes económicas y jurídicamente excluyentes, que 
llegan a cancelar el acceso a la educación superior a quiénes provengan de sectores económicos marginados o 
vulnerables. 

SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR EN MÉXICO 

En la actualidad el Sistema Educativo Superior se encuentra dividido entre las universidades públicas y las 
universidades privadas, consideramos que el sistema es correcto en tanto brinda a los diversos estratos de la 
población alternativas de educación acordes a sus posibilidades y aspiraciones, sin embargo, nos parece 
extraordinariamente peligroso la preeminencia de lo privado sobre lo público, pues este escenario cancela las 
expectativas de desarrollo de millones de mexicanos y pone en riesgo, incluso, la viabilidad de la nación mexicana.  

La educación superior se imparte por un número muy grande y una gama muy amplia de instituciones. Se 
denominan de diferentes maneras: universidades, escuelas, tecnológicos, centros o institutos. En la realidad esos 
nombres no tienen ninguna connotación en cuanto al tipo de programas o niveles que ofrecen. 

En el ciclo escolar 2008-2009 y a nivel nacional, la SEP tuvo un registro de 4,462 planteles universitarios, de las 
cuales 1,968 eran públicos y 2,494 privados; como ya se mencionó con anterioridad, se atendió a un poco más de 
2.8 millones de alumnos en total. Las universidades públicas cubrieron el 67% de esa matrícula total mientras las 
privadas cubrieron el otro 33%.  

De acuerdo con la Subsecretaría de Educación Superior de la SEP, las instituciones de educación superior públicas 
se componen de diversos subsistemas. En conjunto, el sistema de educación superior ofrece a los mexicanos 
distintas opciones de formación de acuerdo a sus intereses y objetivos  profesionales. Estos se agrupan de la 
siguiente manera: 

1) Instituciones de carácter nacional que se financian con recursos del gobierno federal, y que son: la Universidad 
Nacional Autónoma de México, la Universidad Autónoma Metropolitana, el Instituto Politécnico Nacional, la 
Universidad Autónoma de Chapingo y la Universidad Pedagógica Nacional. En el ciclo 2008-2009 entre ellas 
atendieron una matrícula de poco más de 300 mil alumnos, equivalente al 12% del total nacional; 

2) Universidades públicas estatales, ubicadas en los 31 estados del país, cuya matrícula, también en el ciclo 2008-
2009, fue de casi 800 mil alumnos, lo cual representa el 31% del sistema; 



3) Tecnológicos públicos tanto federales como estatales. Por su vocación se agrupan en industriales, agropecuarios  
de ciencias del mar y forestal. En este subsistema se atendió una matrícula de 325 mil alumnos en el ciclo escolar 
mencionado, equivalente al 12.5% del total; 

4) Universidades tecnológicas públicas localizadas en 26 estados del país, que atendieron en su conjunto una 
población de 63 mil alumnos, equivalente al 2.5 de la matrícula total. La oferta educativa de este conjunto de 
instituciones se concentró en sus orígenes en el nivel de técnico superior universitario aunque de forma reciente se 
ha ampliado la oferta al nivel licenciatura. 

5) Universidades politécnicas, que son organismos descentralizados de los gobiernos de los estados y que en su 
conjunto atendieron a poco más de 5 mil estudiantes en el ciclo escolar mencionado.  

6) 9 universidades interculturales que se ubican en los estados de México, Chiapas, Tabasco, Puebla, Veracruz, 
Michoacán, Guerrero, Sinaloa y Quintana Roo,  y atienden actualmente a cerca de 5,700 estudiantes que, en  su 
gran mayoría, son originarios de comunidades indígenas.  Un aspecto destacable de estas experiencias educativas 
es que han abierto espacios para la incorporación de una cantidad significativa de mujeres originarias de estas 
zonas (actualmente 54 % de la matrícula) quienes encuentran en estas universidades la oportunidad de desarrollo 
que no hubieran alcanzado de haberse ubicado estas nuevas instituciones en espacios cercanos a sus lugares de 
origen.  En las Universidades Interculturales hay presencia de jóvenes de más de 40 pueblos indígenas de México y 
algunos de Latinoamérica. En conjunto atienden a 31  lenguas indígenas nacionales para su preservación y 
desarrollo. 

7) Más de 430 instituciones para la formación de profesionales de la educación básica, de las cuales el 57%  son 
públicas y el 43%  particulares distribuidas en el territorio nacional. En este subsistema se ofrecen programas de 
licenciatura, educación preescolar, primaria, primaria intercultural bilingüe, secundaria, especial, inicial, física y 
artística. En las escuelas normales superiores se ofrecen también programas de posgrado. En el ciclo escolar 2008-
2009 el subsistema atendió a 150,000 estudiantes, lo que representa el 6% de la matrícula total del sistema. Las 
normales públicas cubrieron el 63% de la matrícula en este subsistema, mientras las normales particulares 
cubrieron el 37% restante.  

8) Otras instituciones públicas de diversa naturaleza, autónomas y no autónomas, organizadas como universidades, 
colegios, centros de investigación y estudios avanzados, escuelas de música, centros de educación artística, etc. 
Entre las instituciones que se localizan en la Ciudad de México y su área conturbada destacan las siguientes: el 
Centro de Investigaciones y Estudios Avanzados del IPN, el Colegio de México, las escuelas del Instituto Nacional 
de Antropología e Historia y del Instituto Nacional de Bellas Artes, el Centro de Investigación y Docencia 
Económicas, la Universidad del Ejército y Fuerza Aérea, la Escuela Nacional de Biblioteconomía y Archivonomía 
y el Colegio de Posgraduados de Chapingo. En este grupo se atendió una matrícula de 124 mil alumnos, 
equivalente al 5% del sistema.  

Generalmente, cuando es tiempo de que los jóvenes mexicanos elijan alguna institución para realizar su educación 
superior en México, la mayoría en principio tendrá preferencia por alguna de las principales universidades públicas 
del país como lo es la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y el Instituto Politécnico Nacional 
(IPN) en la capital, y las Universidades Autónomas y/o Públicas en provincia, sin embargo, son pocos los elegidos 
a ingresar a las filas de estas escuelas. 

Esta situación se da, debido a que el nivel de exigencia es mayúsculo para poder engrosar las aulas de 
universidades como la UNAM y el IPB, situación que corresponde a su valía como universidades y la tradición que 
representan en México, sin embargo, al igual que las Universidades Públicas de los Estados y como miembros del 
sector público del sistema educativo nacional también sufren los estragos de esa crisis que atraviesa la formación 
de estudiantes. La principal de ellas es la falta de recursos y las limitantes económicas que sufren por parte del 
Gobierno federal, su único sustento monetario. 



La consecuencia de esta carencia es la no apertura de más plazas para ofrecer a los estudiantes quienes, al ser 
relegados, tienen que buscar otra opción. 

Las instituciones públicas reciben recursos gubernamentales para su operación, lo que les debiera permitir ofrecer 
sus servicios en forma gratuita, lamentablemente no siempre funciona así. Por su parte, las privadas se caracterizan 
por tener un financiamiento propio, proveniente, en parte, del cobro de inscripción, colegiaturas y diversos 
servicios. 

El Presupuesto de Egresos de la Federación 2011, aprobado por la Cámara de Diputados, comprende un monto 
total de tres billones 438 mil 895 millones 500 mil pesos, de estos, el sector de educación será uno de los tres 
sectores más favorecidos en la reasignación de gastos junto con los sectores de comunicaciones y transportes, y el 
del campo. La educación se encuentra en tercer lugar donde tuvo un incremento de 11 mil 534 millones de pesos, 
13% más en relación a los casi 200 mil millones de pesos autorizados para el 2010, para contar con un presupuesto 
final de 230 mil 360 millones de pesos.  

El costo de los estudios superiores se ha convertido en un elemento crucial para la selección de la institución. Los 
costos más importantes provienen de la inscripción y la colegiatura. Los costos de inscripción y colegiatura son 
bajos en las universidades públicas y son muy variables en las instituciones privadas (el rango va de los mil a los 
diez mil pesos mensuales). Pero hay que considerar también lo que implica estudiar una carrera universitaria. En la 
lista deben considerarse los costos asociados a la compra de libros y el material escolar, el equipo que se requiere 
tener para apoyar los estudios, los cursos de cómputo y de idiomas, que se agregan a los gastos en alimentación, 
transporte, prácticas escolares, titulación, etc. 

Si la situación de sobrepoblación en las escuelas y  la economía del país no fuera tan lamentable, los jóvenes no 
tendrían la necesidad siquiera de someter un juicio sobre dónde estudiar. Sin pensarlo dos veces, los jóvenes se 
irían a las más prestigiadas, de eso tienen consciencia la gran mayoría de egresados del nivel medio superior. 

Sin embargo, la realidad dice que no todos los aspirantes llegarán a hallar acomodo en alguna de las mejores 
opciones de educación pública superior y son muchísimo menos lo que tendrán los recursos necesarios para pagar 
una de prestigio dentro del sector privado, donde también se enfrentan con la enorme barrera del elitismo. 

Los principales representantes de estas últimas son el Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey, 
la Universidad Iberoamericana, el Instituto Tecnológico Autónomo de México, la Universidad La Salle y la 
Universidad del Valle de México por mencionar a las más prestigiadas.  

CONCLUSIONES 

En la actualidad la Educación Pública Superior, enfrenta graves problemas y los estudiantes de ese nivel que no 
tienen una situación económica holgada enfrentan mayores problemas aún, de ésta forma es necesario encontrar 
soluciones que permitan enfrentar estos asuntos. 

El problema para los estudiantes de nivel superior de escasos recursos no radica exclusivamente en la ausencia de 
becas e incentivos para estudiar, sino en el problema de las cuotas que se les cobran en algunas universidades, en 
tanto que en otras, las aportaciones por esta vía son meramente simbólicas. 

Frente a estos extremos consideramos que las cuotas en las universidades públicas deben ser estrictamente 
voluntarias, que apelen al espíritu universitario y no meros simbolismos que en nada contribuyen a la economía de 
la universidad, que probablemente gasten más en los procesos administrativos de cobro que en los ingresos que 
percibe. 

En el otro extremo, cuotas demasiado elevadas, generaran deserción y falta de interés en una población cuyos 
ingresos no les permitirán sufragar los gastos inherentes al proceso educativo. 



Lo expuesto debe interpretarse en un contexto donde el artículo 3° de la Constitución establece claramente: 

Toda la educación que el Estado imparta será gratuita  

Frente a un postulado tan claro y contundente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha formulado una 
interpretación diferente a la gramatical y a la sistemática cuando sostiene: 

"Octava Época 
Instancia: Tercera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
XIII, Junio de 1994 
Página: 248 
Tesis: 3a. XXXI/94 
Tesis Aislada 
Materia(s): Administrativa, Constitucional 

UNIVERSIDADES AUTONOMAS. NO EXISTE NORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLEZCA EL 
DERECHO DE INSCRIBIRSE A ELLAS SIN PAGO ALGUNO. 

Para que proceda el juicio de amparo es indispensable la demostración de que se tiene interés jurídico, por el que 
no puede entenderse cualquier interés de una persona o de un grupo, sino sólo aquel que se encuentra 
legítimamente protegido, o sea que está salvaguardado por una norma jurídica; conforme a estas ideas, si se 
impugna una ley de inconstitucional, debe existir como presupuesto previo para que el juicio proceda, que el 
derecho que se estima vulnerado por esa ley se encuentre salvaguardado por la propia Constitución. Ahora bien, si 
se reclama la Ley Orgánica de una universidad autónoma, en cuanto en algunos de sus preceptos se establecen 
cuotas de inscripción y colegiaturas, para que una persona pueda ingresar a ella y seguir los cursos 
correspondientes, sería indispensable que en el propio texto fundamental se garantizara el derecho de todo 
gobernado a realizar en forma gratuita estudios universitarios, lo que no ocurre en nuestro sistema jurídico, pues en 
ninguno de los preceptos constitucionales se establece esa prerrogativa.  

El artículo 3 que regula el sistema educativo nacional, en el texto anterior al vigente, coincidente en esencia del 
actual, prevenía en su fracción VII (actualmente IV), que toda la educación que imparta el Estado será gratuita, 
hipótesis diversa a la contemplada en la entonces fracción VIII (actualmente VII), que señalaba las bases de la 
educación en las universidades y demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía, 
respecto de las cuales determina, entre otras reglas, "que tendrán la facultad de gobernarse a sí mismas, 
establecerán sus planes y programas y administrarán su patrimonio", con lo que se advierte que resultan ajenas a la 
hipótesis de la fracción anterior, que se circunscribe a los establecimientos educativos que de modo directo maneja 
el Estado a través de la dependencia gubernamental que tiene esa función dentro de sus atribuciones. Por 
consiguiente, carecen de interés jurídico para promover el juicio de amparo en contra de una ley como la que se 
alude, las personas que se consideran afectadas porque estiman tener la prerrogativa constitucional de no 
debérseles cobrar ninguna cuota por las universidades autónomas. 

Amparo en revisión 303/94. Enrique Burruel Villegas y otros. 23 de mayo 1994. Cinco votos. Ponente: Mariano 
Azuela Güitrón. Secretario: Ricardo Romero Vázquez." 

Frente a la opinión de la corte se encuentra no solo la claridad del texto constitucional sino la unidad que logro el 
hecho de extender la gratuidad de la educación a todos los niveles educativos en el sector público, para ilustrar 
sobre el tema basta recordar las palabras del diputado Ramón G. Bonfil cuando en la sesión del 26 de diciembre de 
1945 expreso:  

"La condición que se incluye de restablecer la gratuidad de la educación en todos sus grados, impartida por el 

Estado, y la facultad no menos importante de que el Estado conceda o no el reconocimiento a instituciones 



privadas, y el retiro discrecional a quienes se lo haya otorgado, hacen que el texto de la reforma nos parezca, en 

términos generales perfectamente aceptable. 

En esta situación que significa para los desheredados de México, para lo grupos organizados, una posibilidad de 

desarrollo cultural, que ha de ser condición necesaria y base para el ascenso económico. Es ésta una situación de 

privilegio que se había negado hasta hace algunos años al pueblo de México, y es, además, una actitud serena y 

firme, elevada y generosa para todos aquellos grupos o sectores que ya no podrán seguir agitando como bandera 

de escándalo el artículo 3º constitucional que, a juicio de ellos, limita en su texto vigente la libertad y la 

posibilidad para un grupo de mexicanos, de educar a sus hijos." 

Como puede apreciarse, la reforma constitucional de 1945 fue perfectamente clara, toda la educación que imparta 
el Estado debe de ser gratuita, sin embargo, podemos observar que la Corte interpreta el mandato Constitucional en 
forma diversa por lo que es menester hacer la aclaración Constitucional pertinente para evitar que se pretenda 
sostener a las Universidades Públicas con base en las contribuciones de sus estudiantes, lo que las desnaturaliza y 
puede transformar en la práctica en un sistema equiparable en costos a las universidades privadas. 

Hoy, como en 1945, el papel del Constituyente Permanente es el de ser ente garante de los principios rectores de 
las garantías individuales, equidad, seguridad jurídica y la no discriminación, por lo que es menester el reformar el 
artículo 3° para legitimar el derechos a la educación superior de millones de mexicanos y evitar este artero 
atropello de los derechos por la misma Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

Esta situación obliga a enunciar de nueva cuenta en el texto de la Constitución que toda la Educación que imparta 
el Estado es gratuita, por lo expuesto es necesario insertar en la fracción VII una aclaración que pueda concretar la 
reforma de 1945 en beneficio de los sectores más amplios y desprotegidos de nuestra sociedad. 

Por lo anterior, someto a la consideración del pleno el siguiente proyecto de decreto y adición al artículo 3° de la 
Constitución. 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA LA FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 3° DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

ÚNICO.- Se reforma y adiciona la fracción VII del artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Artículo 3° (...) 

VII. Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía y 
reciban recursos públicos, asumirán el carácter de educación gratuita y tendrán la facultad y la 
responsabilidad de gobernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de 
acuerdo con los principios de este artículo, respetando la libertad de cátedra e investigación y de libre examen y 
discusión de las ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los términos de ingreso, promoción y 
permanencia de su personal académico; y administrarán su patrimonio. Las relaciones laborales, tanto del personal 
académico como del administrativo, se normarán por el apartado A del artículo 123 de esta Constitución, en los 
términos y con las modalidades que establezca la Ley Federal del Trabajo conforme a las características propias de 
un trabajo especial, de manera que concuerden con la autonomía, la libertad de cátedra e investigación y los fines 
de las instituciones a que esta fracción se refiere, y 

(...) 

ARTÍCULO TRANSITORIO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Dado en el salón legislativo de Xicoténcatl, a los dieciocho días del mes de noviembre del 2010.  


